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Sobre:  IMPUGNACIÓN 
DE SUBASTA FORMAL 
SUBASTA FORMAL P-
18-36, 
RECONSTRUCCIÓN 
DE CARRETERAS 
REGIÓN OESTE, 
UNIDAD 1: 
CARRETERA PR-105, 
MARICAO; 
CARRETERA PR-120, 
LAS MARIAS; 
CARRETERA PR-303, 
LAJAS; Y CARRETERA 
PR-33 Y PR-3116, 
GUANICA; AC-001273, 
R010000273 
NOTIFICACIÓN 
ENMENDADA 
 
 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, la Jueza Rivera 
Marchand, y el Juez Adames Soto. 
 

Gómez Córdova, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 

I. Dictamen del que se recurre 

Transporte Rodríguez Asfalto Inc. (recurrente o Transporte 

Rodríguez), compareció ante nosotros mediante recurso de revisión en 

solicitud de la revocación de la adjudicación de la subasta hecha por la 

Junta de Subastas de la Autoridad de Carreteras y Transportación (la 

Junta) debido a que entiende que la notificación de adjudicación emitida 

fue defectuosa y contraria a derecho.  

II. Base jurisdiccional 

Poseemos autoridad para entender en los méritos de las 

controversias planteadas a base de los postulados normativos dispuestos 

en el Art. 4.006 (a) de la Ley Núm. 201-2003, mejor conocida como la “Ley 

de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, en las Reglas 
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13-22 de nuestro Reglamento (4 LPRA Ap. XXII-B) y en la Regla 52.2 (a) 

de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V).   

III. Trasfondo procesal y fáctico 

El 14 de junio de 2018, la Autoridad de Carreteras y Transportación 

celebró la SUBASTA FORMAL P-18-36. Adjudicada la subasta, la parte 

recurrente recibió notificación por correo electrónico el 20 de agosto de 

2018. En la misma, la Junta aceptó dos propuestas citando la siguiente 

información:  

Licitador Proposición 

Sometida 

Proposición 

Revisada 

Maglez 

Engineerings & 

Contractors Corp. 

$4,637,287.00 $4,637,287.00 

(Alt. 34, 35 y 36) 

Comas & Comas 

Contractors Corp. 

$5,391,432.40 $5,391,432.40 

(Alt. 34, 35 y 36) 

 
El estimado de la Autoridad para el proyecto objeto de 

esta subasta fue de $4,850,000.00 
 
Los pliegos de subasta proveían para que se pudiesen 

someter alternas. El análisis de las propuestas consideró, 
comparó y, a base de las alternas permitidas, adjudicó la 
subasta. 

 

La Junta rechazó la propuesta de la parte recurrente citando las 

siguientes razones:        

• Transporte Rodríguez Asfalto, Inc.: la fianza de 
licitación (“Bid Bond”) sometida en el formato provisto por 
la Autoridad contenía alteraciones condicionando su 
validez. La alteración al formato invalida la fianza de 
licitación acorde a los Artículos 102.08 y 102.14. a. 1, 2 y 
5 de las Condiciones Generales de Contratación.  

Inconforme con la notificación, la recurrente acude ante nos 

mediante el presente recurso, en el que señaló el siguiente error: 

• Erró la Junta de Subasta de la Autoridad de Carreteras y 
Transportación al emitir una Carta de Adjudicación 
Enmendada, defectuosa y contraria a derecho en relación 
a la SUBASTA FORMAL P-18-36, RECONSTRUCCIÓN 
DE CARRETERAS REGIÓN OESTE, UNIDAD 1: 
CARRETERA PR-105, MARICAO; CARRETERA PR-120, 
LAS MARIAS; CARRETERA PR-303, LAJAS; Y 



 
 

 
KLRA20180515    

 

3 

CARRETERA PR-33 Y PR-3116, GUANICA; AC-001273, 
R010000273. 

IV Derecho aplicable    

A. Notificación adecuada de la adjudicación de subasta  

Las subastas son procedimientos que lleva a cabo una entidad para 

que se presenten ofertas para la realización de obras o adquisición de 

bienes y servicios. Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 172 DPR 139, 143 

(2007).  El Gobierno utiliza el mecanismo de las subastas para ejercer sus 

funciones como comprador de una forma eficiente, honesta y correcta.  Así 

se logra proteger los intereses y el dinero del pueblo a la vez que se 

asegura la buena administración pública. Aluma Const. v. A.A.A., 182 DPR 

776, 782-783 (2011).  

El Gobierno posee gran discreción en los procedimientos de 

subastas. Las agencias pueden adjudicar la subasta al postor que 

consideren más apropiado, aun cuando no sea el más bajo, si con ello se 

sirve al interés público. No existe una regla inflexible en el sentido de que 

la subasta se debe adjudicar al postor más bajo. A tenor de esa 

interpretación, en los casos de subastas, la revisión judicial se circunscribe 

a determinar si la adjudicación al licitador agraciado es razonable y se 

sostiene con la evidencia sustancial que obra en el expediente de subasta. 

Caribbean Communication v. Pol. de P.R., 176 DPR 978, 1006 (2009).  

 Al ejercer la función revisora en casos de subastas, los tribunales 

apelativos mostrarán gran consideración y deferencia a la adjudicación 

administrativa por razón de su experiencia y conocimiento especializado. 

Sin embargo, tales determinaciones no gozan de deferencia cuando no son 

razonables, hay ausencia de prueba adecuada para sostenerla, se cometió 

un error manifiesto en su apreciación o tiene visos de arbitrariedad. Torres 

Prods. v. Junta Mun. Aguadilla, 169 DPR 886, 898 (2007). 

En la adjudicación de una subasta no se le exige a la agencia 

correspondiente hacer determinaciones de hechos ni conclusiones de 

derecho. Sin embargo, de su dictamen deben mediar razones suficientes 

que pongan en conocimiento a las partes y al tribunal de los fundamentos 
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que propiciaron la decisión de la agencia. Pta Arenas Concrete, Inc. v. J. 

Subastas, 153 DPR 733, 735 (2001).  

Cónsono con lo antes expresado, la garantía constitucional a un 

debido proceso de ley requiere que la interferencia del Estado con los 

intereses de libertad y propiedad del individuo sea a través de un proceso 

justo y equitativo. Para lograr esto se han establecido una serie de 

requisitos que el Estado debe cumplir al llevar a cabo cualquier 

procedimiento adjudicativo, entre ellos la notificación adecuada. 

Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I,178 DPR 1, 44 (2010); Rafael Rosario 

& Assoc. v. Dept. Familia, 157 DPR 306 (2002).   

Por tanto, como el deber de notificar a las partes de la decisión 

tomada de manera adecuada y completa es parte del debido proceso de 

ley, la falta de adecuacidad de la notificación puede impedir que las partes 

procuren los remedios que tienen a su disposición. Olivo v. Srio. 

Hacienda, 164 DPR 165, 178 (2005). Por esta razón, la notificación se le 

tiene que hacer llegar tanto al postor favorecido como a aquellos que no 

resultaron agraciados, de manera tal que estos puedan acudir ante este 

Tribunal para solicitar una revisión judicial.  

Conforme al Artículo XI del Reglamento Núm. 5263 del 

Departamento de Transportación y Obras Públicas, por el que se rige la 

Autoridad de Carreteras y Transportación “[l]a revisión judicial de las 

determinaciones de la Autoridad en torno a una solicitud de reconsideración 

se regirán por el Subcapítulo 4 de la Ley 170 del 12 de agosto de 1988, 

según enmendada”, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (LPAU). La Sec. 4.2 de 

la LPAU, 3 LPRA sec. 9672, dispone: 

En los casos de impugnación de subasta, la parte 
adversamente afectada por una orden o resolución final de la 
agencia, de la ]unta Revisora de Subastas de la 
Administración de Servicios Generales, o de la entidad 
apelativa de subastas, según sea el caso, podrá presentar 
una solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones 
dentro de un término de veinte (20) días, contados a partir del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la orden o 
resolución final de la agencia, la referida Junta Revisora de 
Subastas de la Administración de Servicios Generales o la 
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entidad apelativa, o dentro del término aplicable de veinte 
(20) días calendario de haber transcurrido el plazo dispuesto 
por la Sección 3.19 de esta Ley. La mera presentación de una 
solicitud de revisión al amparo de esta Sección no tendrá el 
efecto de paralizar la adjudicación de la subasta impugnada.  

 
  El debido proceso de ley requiere que esta revisión sea una 

efectiva. Pta. Arenas Concrete Inc. v. J. Subastas, 153 DPR 733,741 

(2001). Para poder cumplir con el requisito anterior, la notificación de la 

adjudicación de la subasta tiene que ser adecuada y tiene que estar 

debidamente fundamentada. Torres Prods. v. Junta Mun.Aguadilla, 169 

DPR 886, 893 (2007).  

 “Algunos de los objetivos que se logran al requerir que la decisión 

de una agencia administrativa esté fundamentada son: (1) proporcionar a 

los tribunales la oportunidad de revisar adecuadamente la decisión 

administrativa y facilitar esa tarea; (2) fomentar que la agencia adopte una 

decisión cuidadosa y razonada dentro de los parámetros de su autoridad y 

discreción; (3) ayudar a la parte afectada a entender por qué el organismo 

administrativo decidió como lo hizo y, al estar mejor informada, poder 

decidir si acude al foro judicial o acata la determinación; (4) evitar que los 

tribunales se apropien de funciones que corresponden propiamente a las 

agencias administrativas según el concepto de especialización y 

destreza”. L.P.C. & D., Inc., v. A.C., 149 DPR 869 (1999), a la pág. 878-

879.  

El Tribunal Supremo ha manifestado que aun en procedimientos 

informales, como lo es la adjudicación de subastas, es necesario que la 

agencia presente una explicación de las bases y las razones sobre las que 

descansa su decisión de tal forma que el tribunal tenga las herramientas 

necesarias para hacer su determinación. L.P.C.&D., Inc, v. A.C., supra, 

878. Esta explicación puede ser una sumaria y sucinta. Junta Dir. Portofino 

v. P.D.C.M., 173 DPR 455, 466-467 (2008). Al requerir que se incluyan los 

fundamentos en la notificación se asegura que los tribunales puedan 

revisar dichos fundamentos para determinar si la decisión fue arbitraria, 

irrazonable o caprichosa. Íd.   
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Finalmente debemos señalar que el defecto de alguno de los 

requisitos señalados anteriormente convierte la notificación en una 

defectuosa, y por tanto, inadecuada. Una notificación inadecuada convierte 

en ineficaz el derecho a la revisión judicial de la adjudicación de 

subasta. Este defecto produce que el término para acudir ante este Tribunal 

en solicitud de revisión judicial no comience a transcurrir. Suárez Cáceres 

v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 69-70 (2009); IM Winner, Inc. v. 

Mun. de Guayanilla, 151 DPR 30, 38 (2000).  

B. Jurisdicción  

El Tribunal Supremo ha expresado en múltiples ocasiones que los 

tribunales estamos llamados a ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción. Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 994 (2012); 

Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 22 (2011); S.L.G. 

Szendrey Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007).  Es por esto que 

antes de entrar en los méritos de una controversia, es necesario que nos 

aseguremos que poseemos jurisdicción para actuar, ya que los asuntos 

jurisdiccionales son materia privilegiada y deben ser resueltos en primer 

lugar. Cruz Parrilla v. Dpto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012); García v. 

Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007). Si un tribunal carece de 

jurisdicción o autoridad para entender en los méritos las controversias que 

le han sido planteadas, deberá así declararlo y desestimar el 

recurso. Lozada Sánchez et al. v. JCA, supra, págs. 994-995; González v. 

Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  Ello es imperativo 

ya que la falta de jurisdicción no puede ser subsanada por este Foro, ni 

pueden las partes conferírselas cuando no la tienen. Cruz Parrilla v. Dpto. 

Vivienda, supra; Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb. supra.; Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  

Entre las instancias en las que un tribunal carece de jurisdicción para 

adjudicar una controversia se encuentra la presentación de un recurso 

prematuro. Se considera prematura la presentación de un recurso cuando 

el asunto no está listo para ser adjudicado, es decir, cuando la controversia 
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no está debidamente definida, delineada y concreta. Juliá et al. v. Epifanio 

Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366-367 (2001).  En otras palabras, un recurso 

es prematuro cuando se ha presentado en la secretaría de un tribunal 

apelativo antes de tiempo o antes de que haya comenzado el término para 

que dicho foro pueda adquirir jurisdicción. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97-98 (2008).  En fin, un recurso presentado 

prematuramente adolece de un defecto insubsanable que priva de 

jurisdicción al tribunal que se recurre ya que al momento de su presentación 

no existe autoridad para acogerlo. Carattini v. Collazo Syst. Analysis, 

Inc., 158 DPR 345, 370 (2003); Pueblo v. Santana Rodríguez, 148 DPR 

400 (1999).   

V. Aplicación del Derecho a los hechos 

 En el caso ante nuestra consideración, la parte recurrente arguye 

que la notificación de Adjudicación de Subasta efectuada por la Junta de 

Subastas de la Autoridad de Carreteras y Transportación fue defectuosa y 

no fue hecha conforme a derecho. Evaluada la notificación, concluimos que 

le asiste la razón. Veamos. 

 Según discutimos anteriormente, para que una notificación de 

adjudicación de subasta sea adecuada debe cumplir con una serie de 

requisitos mínimos. Entre ellos, una notificación debe exponer, al menos, 

un resumen de todas las propuestas que fueron consideradas, las razones 

por las cuáles no se eligieron a los licitadores no agraciados, así como los 

criterios que se tomaron en consideración para adjudicar la subasta y 

cuáles fueron los defectos, si algunos, que tuvieron las propuestas de los 

licitadores perdidosos. 

 Tras examinar la notificación del caso ante nos, se desprende que 

la misma adolece de varios defectos. Entre ellos, la notificación no contiene 

un resumen de todas las propuestas presentas ante la consideración de la 

Junta, presenta únicamente las dos propuestas que fueron aceptadas. Del 

contenido de la notificación tampoco se desprenden todos los elementos 

considerados por la Junta para la adjudicación de la subasta a los 
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licitadores agraciados. A pesar de exponer las razones por las cuales 

fueron rechazadas las propuestas de los demás licitadores, las mismas 

carecen de suficiente información que permita a la parte recurrente solicitar 

revisión ante este foro apelativo.  

Los datos antes mencionados forman parte de los requisitos 

mínimos exigidos en nuestro ordenamiento para que una notificación de 

adjudicación de subasta sea adecuada. Por consiguiente, las omisiones 

que pudimos observar convierten dicha notificación en una defectuosa, lo 

cual, hace ineficaz el derecho de la parte recurrente a la revisión judicial. 

Dicho defecto provoca que el término para acudir ante este Tribunal 

en solicitud de revisión judicial no comience a transcurrir. Ello nos 

priva de jurisdicción, lo que nos impide ejercer nuestra función revisora y 

perjudica el derecho a la revisión judicial que le asiste a la parte recurrente.   

   Por todo lo antes, concluimos que la notificación hecha por la Junta 

sobre la adjudicación de la subasta impugnada resultó defectuosa y por 

tanto no se ha activado el término para que las partes, incluyendo al 

recurrente, puedan acudir ante este Tribunal en solicitud de revisión 

judicial.   

Ante esto, lo único que podemos hacer es declarar la nulidad de la 

notificación de la adjudicación de la subasta. Por ello se ordena la 

devolución del caso ante la Junta para que cumpla con los requisitos 

mínimos exigidos y remita una notificación adecuada que le permita a la 

parte recurrente acudir ante este Tribunal mediante recurso de revisión 

judicial si así lo desea.   

IV. Disposición del caso 

Por los fundamentos antes expuestos se declara nula la notificación 

de la adjudicación de la subasta y se devuelve el caso ante la Junta para 

que emita una notificación adecuada.   

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


